
 

 

 

 

 

 

 

 

Proceso Contencioso  

Administrativo de 

Plena Jurisdicción 

 

 

 

Alegato de  

Conclusión  

El licenciado Irving Domínguez 

Bonilla en representación de 

ECONOFINANZAS, S.A., solicita 

que se declare nula, por 

ilegal, la resolución 006117 

del 16 de julio de 2002, 

emitida por el director de la 

Autoridad del Tránsito y 

Transporte Terrestre, los actos 

confirmatorios y para que se 

hagan otras declaraciones. 

 

 Honorable Magistrado Presidente de la Sala Tercera, de 

lo Contencioso Administrativo, de la Corte Suprema de 

Justicia. 

 Acudo ante usted de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 61 de la ley 135 de 1943, modificado por el artículo 

39 de la ley 33 de 1946, con la finalidad de presentar el 

alegato de conclusión de la Procuraduría de la Administración 

dentro del proceso contencioso administrativo que se describe 

en el margen superior. 

 De acuerdo con las constancias que reposan en autos, el 

presente proceso se origina en la demanda contencioso 

administrativa de plena jurisdicción interpuesta por 

Econofinanzas, S.A., en contra de la resolución 006117 de 16 

de julio de 2002, emitida por el director de la Autoridad del 

Tránsito y Transporte Terrestre, mediante la cual se resolvió 

cancelar de oficio el certificado de operación 8B-02551, que 

amparaba la operación del vehículo con placa única 546011, 
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marca Asia, tipo ómnibus, motor DE12800118BJ, perteneciente a 

la ruta Vacamonte – Panamá.  

 En la demanda en mención, la parte actora indica que el 

acto impugnado infringió el numeral 4 del artículo 36 de la 

ley 14 de 1993, modificado por el artículo 35 de la ley 34 de 

1999; el artículo 14 del resuelto 167 de 1993; y los 

artículos 52 (numeral 4), 64, 86 y 150 de la ley 38 de 2000; 

criterio que no comparte este Despacho, puesto que, a nuestro 

juicio, el acto impugnado fue dictado en estricto 

cumplimiento de las normas que regulan la materia. 

 La posición de esta Procuraduría se fundamenta en lo 

dispuesto en el numeral 4 del artículo 36 de la ley 14 de 26 

de mayo de 1993, modificado por el artículo 35 de la ley 34 

de 28 de julio de 1999, que dispone lo siguiente:  

“Artículo 35: El artículo 36 de la Ley 

14 de 1993 queda así: 

 

Artículo 36. … 

… 

No obstante, la Autoridad está facultada 

para cancelar, en cualquier momento, los 

certificados de operación o cupos, 

cuando se produzca cualquiera de las 

siguientes causales: 

1. … 

4. Que el transportista reiteradamente 

se haya negado a prestar el servicio, 

siempre que ello se compruebe.”  

 

 Con sustento en la norma transcrita, la entidad 

demandada expidió la resolución 006117 de 16 de julio de 

2002, acusada de ilegal, a través de la cual resolvió 

cancelar de oficio el certificado que amparaba la operación 

del vehículo antes descrito, luego de determinarse la omisión 

reiterada del transportista en cuanto a su obligación de 
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prestar el servicio de transporte público pagado de 

pasajeros; conducta que de acuerdo con las disposiciones que 

regulan la materia da lugar a la configuración de una de las 

causales de cancelación de los certificados de operación o 

cupos, situación contraria a la expuesta por la parte actora 

en el libelo de su demanda, cuando señala la infracción de la 

norma en mención, por indebida aplicación, argumentando que 

la entidad demandada no había aportado elementos que 

demostraran la suspensión del servicio de transporte público 

por parte de su representada. (Cfr. fojas 145 y 146 del 

expediente judicial). 

 En razón de lo antes anotado, reiteramos el criterio ya 

vertido a través de la vista 526 de 25 de julio de 2007, en 

la que señalamos nuestra oposición a los cargos de infracción 

formulados por la parte actora en el libelo de la demanda y 

en los cuales, según afirma, incurrió el director de la 

Autoridad del Tránsito y Transporte Terrestre al emitir el 

acto administrativo impugnado y su acto confirmatorio. (Cfr. 

167 a 176 del expediente judicial). 

 Según observa este Despacho, la resolución impugnada 

señala que de acuerdo con los registros informáticos del 

Departamento de Placas, se pudo determinar que la 

concesionaria del certificado de operación número 8B-02551 no 

había pagado los impuestos de circulación correspondientes a 

los años 2000 y 2001 (Cfr. fojas 1 y 2 del expediente 

administrativo), por lo que, en consecuencia, la Autoridad 

procedió a aplicar lo dispuesto en el artículo 14 del 
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resuelto 167 del 29 de junio de 1993, que citamos a 

continuación: 

“Artículo 14: El concesionario del 

certificado de operación que no pague el 

impuesto nacional de circulación dentro 

del término señalado por el Ente 

Regulador, se entenderá que el referido 

concesionario ha suspendido la 

prestación del servicio sin causa 

justificada y procede la aplicación de 

la ley 14 del 26 de mayo de 1993, para 

los fines pertinentes.” 

 

 De lo anterior se concluye que la conducta observada por 

la concesionaria del certificado de operación cancelado, en 

cuanto se refiere a la falta de pago del impuesto nacional de 

circulación, es indicativo del hecho que el vehículo que este 

amparaba no fue utilizado durante los años 2001 y 2002 para 

prestar el servicio de transporte público pagado de 

pasajeros, lo que por lógica consecuencia acarrea el 

incumplimiento de la obligación contenida en el numeral 1 del 

artículo 11 de la ley 14 de  26 de mayo de 1993, que señala 

entre las obligaciones del transportista, la de prestar el 

servicio de transporte terrestre en toda la ruta especificada 

en la concesión y efectuar el recorrido conforme con la 

frecuencia, horarios e itinerarios aprobados para el 

transporte colectivo; o pactados con el usuario, para el 

servicio selectivo. 

 Por lo que atañe a lo afirmado por la parte actora en 

cuanto a que dentro del procedimiento administrativo de que 

fuera objeto ante la Autoridad de Tránsito y Transporte 

Terrestre no fueron observadas las garantías del debido 

proceso, debemos advertir que de acuerdo con las constancias 
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procesales, la demandante hizo uso de los recursos de 

reconsideración y de apelación en contra de la resolución 

006117 de 16 de julio de 2002, acusada de ilegal, mediante 

los cuales efectuó los descargos que consideró pertinentes. 

(Cfr. fojas 3 a 10 del expediente judicial). 

 Para los fines de la decisión que corresponde asumir al 

Tribunal en el presente caso, es importante anotar que al 

ejercer su derecho a la defensa mediante el escrito en el 

cual sustenta su recurso de reconsideración en la vía 

administrativa, la parte actora reconoció haber suspendido el 

servicio de transporte público pagado de pasajeros. (Cfr. 

foja 112 del expediente judicial). 

 En lo que respecta a la valoración de las pruebas 

aportadas por la actora durante el período probatorio, debe 

destacarse el escaso valor probatorio de la declaración 

rendida por Angel Ameth Borbúa, quien manifestó que en el año 

2003 fue designado por el Juzgado Décimo Séptimo de Circuito 

Civil, como administrador judicial de la empresa Transporte 

Vacamonte, S.A., dentro del proceso seguido en su contra por 

Econo-Finanzas; por lo que resulta obvio, que a dicho testigo 

no le pueden constar los hechos que motivaron la emisión del 

acto impugnado, puesto que los mismos datan de los años 2000 

y 2001. (Cfr. fojas 193 y 194 del expediente judicial). 

 Finalmente debemos anotamos, que mediante auto fechado 

el 2 de abril de 2009, ese Tribunal admitió como prueba de 

esta Procuraduría la solicitud para que la Autoridad del 

Tránsito y Transporte Terrestre certificara si a la fecha en 

que se expidió la resolución impugnada, la concesionaria 
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había pagado o no los impuestos de circulación nacional 

correspondientes a los años 2000 y 2001, con el fin de 

acreditar en el proceso la existencia de un hecho: la falta 

de pago del impuesto en mención; circunstancia que viene a 

constituir un grave indicio respecto a la no prestación del 

servicio de transporte público pagado de pasajeros en la que 

incurrió la concesionaria Transporte Vacamonte S.A., y que, 

además, da lugar a la configuración de la presunción de 

derecho prevista en el artículo 14 del resuelto 167 de 29 de 

junio de 1993. 

 Sin embargo, pese a que el referido documento fue 

solicitado por ese Tribunal a través del oficio 867 de 29 de 

abril de 2009, a la fecha del vencimiento del periodo de 

alegatos aún no ha sido aportado al proceso, por lo que 

instamos al Tribunal a insistir en la obtención de esta 

prueba antes que entre a decidir el litigio. (Cfr. fojas 184 

y 189 del expediente judicial). 

 Por lo antes expuesto, esta Procuraduría solicita 

respetuosamente a los Honorables Magistrados se sirvan 

declarar que NO ES ILEGAL la resolución 006117 de 16 de julio 

de 2002, dictada por el director de la Autoridad del Tránsito 

y Transporte Terrestre y, en consecuencia, se denieguen todas 

las pretensiones de la demandante. 

 Del Honorable Magistrado Presidente, 

 

 

Nelson Rojas Avila    

Procurador de la Administración, Encargado 

 

 

Alina Vergara de Chérigo 

Secretaria General, Encargada 


